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SALA DE CASACIÓN SOCIAL

MAGISTRADO PONENTE:  ALBERTO MARTINI URDANETA

Caracas, quince (15) de marzo de dos mil Años: 189º  y 141º

 


En el proceso que, por cobro de prestaciones sociales sigue el ciudadano ALEXANDER PÉREZ, actuando en nombre propio, contra la MANCOMUNIDAD CUERPO DE BOMBEROS DEL ESTE, judicialmente representada por los abogados Jorge Monasterios Orozco, Martha Rojas y Wilmer López, el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha veintisiete (27) de julio de 1.999, se declaró incompetente en razón de la materia, considerando que debe conocer de la presente causa el Tribunal de Carrera Administrativa, resolviendo de esta manera la cuestión previa contenida en el ordinal 1º del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, propuesta por la parte demandada.

 


En fecha 29 de julio de 1.999, comparece ante el mencionado Tribunal de Primera Instancia el ciudadano Alexander Pérez, quien actuando en su carácter de parte actora impugna, mediante el ejercicio de la solicitud de Regulación de Competencia la sentencia interlocutoria dictada por este en fecha 27 de julio de 1.999; en consecuencia, se libra oficio remitiendo copias certificadas de la solicitud a fin de ser debidamente distribuidas, recayendo ésta en el Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

 


El dos (2) de noviembre de 1.999, esta Alzada declara sin lugar la solicitud de regulación de competencia, resultando competente el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso–Administrativo, el cual a su vez dictó auto rechazando la declinatoria para conocer y elevó el conflicto surgido a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia a los fines de regulación de la competencia el 20 de diciembre de 1.999.

 


Recibidas las actuaciones en la Sala de Casación Civil en fecha 15 de febrero de 2000, se remitieron dichas actuaciones en la misma fecha en esta Sala de Casación Social de conformidad con lo establecido en el artículo 83 de la Ley  Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, dándose cuenta el día diecisiete (17) de diciembre de 2000, y designándose ponente al Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta.

 


Siendo la oportunidad legal para decidir, pasa esta Sala a hacerlo, previas las siguientes consideraciones:

 

-I-


El Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el veintisiete (27) de julio de 1.999 declaró con lugar la cuestión previa prevista en el ordinal 1º del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, declarándose incompetente en razón de la materia considerando que debe conocer de la presente acción el Tribunal de Carrera Administrativa de acuerdo a la siguiente razonamiento:

 

“…El cuerpo de Bomberos del Distrito Sucre (hoy Municipio Sucre) del Estado Miranda se creo mediante ordenanza promulgada por el Consejo (sic) Municipal del Distrito Sucre del Estado Miranda en fecha 27 de octubre de 1973, publicada en Gaceta Municipal de fecha 1 de Noviembre de 1973, denominada ‘ORDENANZA DEL CUERPO DE BOMBEROS’ y que en lo sucesivo denominaremos ‘LA ORDENANZA’ para mayor facilidad de la exposición.

 

Dispone el artículo 1º de la ‘ORDENANZA’

 

‘El Cuerpo de Bomberos del Distrito Sucre es un servicio municipal dependiente de la municipalidad del Distrito Sucre y se regirá por las disposiciones de la presente Ordenanza, por sus Reglamentos, Decretos y demás normas legales que para su funcionamiento promulgue el Consejo (sic) Municipal y por las Resoluciones y órdenes de carácter interno que dicte el Comando del Cuerpo, todo de conformidad con la Ordenanza’.

 

El artículo 23  ejusdem establece:

 

‘Los grados de oficiales superiores se otorgarán mediante resoluciones emanadas de la Cámara Municipal y refrendada por el Secretario General del Consejo (sic).

 

‘Los grados de Oficiales subalternos se otorgarán mediante resoluciones del Cuerpo de Bomberos, debidamente aprobado por el Presidente del Consejo (sic) Municipal.’

 

La sección quinta de ‘LA ORDENANZA’, establece los derechos y beneficios que tienen los miembros profesionales del Cuerpo de Bomberos, tales como el beneficio de pensión y jubilación como servidores municipales que son, cuando hayan cumplido el límite de edad para el servidor municipal (artículos 35 y 36). Tendrán igualmente derechos a los beneficios económicos y sociales creados o que se creen a favor de los empleados municipales (artículo 36 parágrafo único). Seguidamente ‘LA ORDENANZA’ establece la posibilidad de destitución de aquellos funcionarios que incurran en negligencia, imprudencia, dolo, impericia, incumplimiento de los deberes y atribuciones que como servidores municipales están obligados a observar. (Artículo 37).

 

Como se observa el Cuerpo de Bomberos es un ente creado y dependiente del Municipio que tiene por finalidad prestar un servicio municipal siendo que todas estas disposiciones citadas nos conllevan a la conclusión que los funcionarios bomberiles son funcionarios públicos municipales cuando dice la norma ‘Tendrán igualmente derechos a los beneficios económicos y sociales creados o que se creen a favor de los empleados municipales (Artículo 36, parágrafo único)’. Y como tales están regulados por la Ordenanza de Carrera Administrativa como norma supletoria, que es la norma creada donde se consagran los beneficios económicos y sociales para los empleados públicos municipales, y por las disposiciones contenidas en los Contratos colectivos discutidos y aprobados en su oportunidad.

 

 En tal sentido, observa quien decide que el artículo 7º de la Ley Orgánica del Trabajo, expresamente establece:

 

‘No estarán comprendidos en las disposiciones de esta Ley los miembros de los cuerpos armados, pero las autoridades respectivas, dentro de sus atribuciones, establecerán, por vía reglamentaria, los beneficios de que deberá gozar el personal que allí presta servicios, los cuales no serán inferiores a los de los trabajadores regidos por esta Ley en cuanto sea compatible con la índole de sus labores.

 

Se entenderá por cuerpos armados los que integran las Fuerzas Armadas Nacionales, los servicios policiales y los demás que están vinculados a la defensa y la seguridad de la nación y al mantenimiento del orden público.’.(Omisiss).

 

‘Establece el acuerdo Nº 48, emanado del Concejo Municipal del Municipio Autónomo Sucre del Estado, (sic) de fecha 12 de mayo de 1993 mediante el cual se aprueba la creación de la Mancomunidad para la prestación de los servicios de prevención, lucha contra incendios, búsqueda, rescate, salvamento, ambulancias y otras calamidades públicas de los Municipios Sucre, Chacao, Baruta y el Hatillo, en su cláusula quinta que:

 

‘OBJETO. La finalidad de dicha Mancomunidad es la prestación de los servicios de prevención, extinción, investigación de incendios y otros siniestros, ambulancias, búsqueda, rescate y salvamento, la formación y capacitación de los recursos humanos que se necesitan para el ejercicio de la mencionada actividad, la coordinación de grupos de rescate y/o prevención, cuya actividad conexa se desarrolle en la jurisdicción de los Municipios Sucre, Chacao, Baruta y El Hatillo, los cuales tendrán la condición de auxiliares voluntarios del Cuerpo de Bomberos del Este, así como la orientación a la población en todo lo relacionado con la prevención de incendios, calamidades y cualquier otro tipo de siniestros pudiendo para ello diseñar, planificar, coordinar y ejecutar programas de apoyo, soporte y captación de recursos a ser utilizados por dicho Cuerpo en el ejercicio cabal de sus atribuciones y responsabilidades, sean estos recursos nacionales o municipales.’

 

De acuerdo a las transcripciones previas, se desprende en primer lugar, que establece el ordenamiento jurídico que rige nuestra materia que no estarán comprendidos en las disposiciones de esta Ley, los cuerpos armados, los que integran las Fuerzas Armadas Nacionales, los servicios policiales y los demás que están vinculados a la defensa y a la seguridad de la nación y al mantenimiento del orden público; a su vez del significado de las acepciones, defensa y seguridad según la obra del Tratadista Guillermo Cabanellas, se desprende que su significado no se encuentra referido únicamente, a las funciones ejercidas por los cuerpos armados, por contrario recae su definición en el objeto que contiene la creación de la Mancomunidad Cuerpo de Bomberos del Este, todo lo cual considera quien decide que encuadra la función desempeñada por los empleados bomberiles como empleados públicos y, por ello no comprendidos dentro de las disposiciones de la Ley Orgánica del Trabajo como lo dispone su artículo 7; sin que ello deba considerarse, que a través de su correspondiente normativa, los referidos funcionarios obtengan beneficios que se equiparen o superen a los establecidos en esta última. Todo lo cual conllevará al sentenciador a declararse incompetente en razón de la materia para conocer de la presente acción, considerando que debe conocerla el Tribunal de Carrera Administrativa. ”

 

 

-II-

 

 

 


Asimismo el Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción judicial del Área Metropolitana de Caracas, en sentencia de data dos (2) de noviembre de 1.999, confirma pero con otros argumentos la decisión del a-quo, aplicando las normas contenidas tanto en la Ley del Ejercicio de la Profesión de Bombero como en la Ley de Policía de Investigaciones Penales, declarando sin lugar la regulación de competencia  en base a los siguientes alegatos:

 

“... (Omisiss) Conforme a la Ley del Ejercicio de la Profesión de Bombero promulgada el 02 de mayo de 1.996, Gaceta Oficial Nº 35.967 en sus artículos 02 y 20 establecen que:

 

Artículo 2º.- A los efectos de esta Ley, se entiende por ejercicio de la profesión de bombero, la prestación de servicios encaminados a la seguridad en lo referente a la prevención, protección, combate y extinción de incendios y otros siniestros a la investigación de las causas y su origen; a la atención de emergencias prehospitalarias; a los servicios de rescate y salvamento; y a la participación en los programas para la atención de emergencias o desastres dirigidos a la formación de la comunidad.

 

Artículo 20º.- Los Cuerpos de Bomberos constituyen organismos de seguridad, estarán al exclusivo servicio de los intereses de la nación y se regirán en lo relativo a su organización, dirección y funcionamiento por esta Ley y por las demás leyes que le sean aplicables y sus respectivos reglamentos.

 

Se desprende que estamos frente al hecho indubitable  de que la prestación de servicios de los bomberos es una función pública, destinada a la seguridad y al servicio exclusivo de los intereses de la nación.

 

De igual manera la Ley de Policía de Investigaciones Penales instituyó a los Cuerpos de Bomberos como ORGANOS DE POLICÍA DE INVESTIGACIONES PENALES cuando en el artículo 9 numeral 8º establece que:

 

Artículo 9º.- Son órganos de policía de investigaciones penales…

 

8º.- Los miembros de los Cuerpos de carácter público dedicados al salvamento y extinción de incendios, en relación a la averiguación de las causas del siniestro.

 

Con lo cual se configura indubitablemente al cuerpo de bomberos y a los funcionarios que integran al Cuerpo como órganos de policía de investigaciones penales.

 

De todo lo anteriormente expuesto se concluye que conforme al artículo 7 de la Ley Orgánica de Trabajo que establece de manera expresa que:

 

‘No estarán comprendidos en las disposiciones… (Omisiss)…’los bomberos no estarían comprendidos dentro de las disposiciones de la Ley Orgánica del Trabajo, sin que ello signifique que estos obtengan beneficios que se equiparen o equiparasen con los establecidos en la referida Ley. Ahora bien, el artículo 181 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia para dilucidar todas las cuestiones relativas a la función pública  entre los cuales ubicamos las cumplidas por municipalidades, desprendiéndose tanto de la Ley del Ejercicio de la Profesión de Bombero que estos dependen de las municipalidades recibiendo de ella la contraprestación por el servicio resulta claro que la competencia para dilucidar las controversias que surjan con motivo de la prestación de ese servicio debe ventilarse por ante los Tribunales con competencia Contencioso Administrativo, que en el Área Metropolitana son los Juzgados Superiores Civiles y Contencioso Administrativo, en quien se declina la competencia para conocer del presente asunto.’

 

 

-III-

 

 

 


El Juzgado Superior Segundo en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Capital  al declarar su incompetencia expresó:

 

“Ahora bien, de las actas procesales que conforman el presente expediente, se evidencia que el actor ciudadano ALEXANDER PÉREZ reclama derechos laborales, en razón de los servicios prestados a la Mancomunidad Cuerpo de Bomberos del Este. Siendo así, por cuanto la Ley de Régimen Municipal en su artículo 154 establece que los trabajadores de las entidades descentralizadas y mancomunidades no tendrán el carácter de funcionarios públicos, y de acuerdo con el criterio sentado al respecto por la Corte Suprema de Justicia, este Tribunal resuelve declararse incompetente para conocer la referida acción y solicitar de oficio la regulación de la competencia a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, tal como lo prevé el artículo 70 del Código de Procedimiento Civil”.

 

 

 

IV

 


Es de observar por esta Sala de Casación Social que de conformidad con el artículo 70 del Código de Procedimiento Civil, cuando la sentencia declare la incompetencia del juez que previno, por razón de la materia o por el territorio en los casos indicados en el artículo 47 eiusdem, si el Juez o el Tribunal que haya de suplirle se considerare a su vez incompetente, solicitará de oficio la regulación de la competencia, como se evidencia de las actas que lo hizo el Juzgado Superior Segundo en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Capital, ya que de acuerdo con la doctrina patria, el supuesto del artículo 70 del Código de Procedimiento Civil es el único disentimiento entre jueces que constituye un conflicto de competencia en su sentido clásico o tradicional, y que se resuelve mediante la solicitud de oficio de la regulación de competencia. Son pues, los conflictos negativos, es decir, cuando dos tribunales hacen manifestación de no conocer, lo que según el sistema del Código vigente, dan lugar al planteamiento de conflictos de competencia.

 


Cuando los Tribunales que se dicen incompetentes no tienen un superior común, corresponde a la Corte Suprema de Justicia, la solución del conflicto, conforme a lo dispuesto en el artículo 71 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con los artículos 42, ordinal 21 y 43 de la Ley Orgánica de este Alto Tribunal.

 

-V-

 


Para decidir, se observa:

 


El presente conflicto negativo de competencia surge en virtud  de una reclamación laboral, como lo es la reclamación de prestaciones sociales por parte de un ex funcionario de la Mancomunidad Cuerpo de Bomberos del Este, que prestaba sus servicios como Jefe de Departamento de Disciplina y Procedimientos Legales y los Tribunales declinan al calificar, por una parte, al Cuerpo de Bomberos como un órgano de seguridad de Estado, y por la otra, a la función que desempeñan como pública.

 


En el caso de marras se observa que el ciudadano Alexander Pérez por la profesión que desempeña, se rige por la Ley del Ejercicio de la Profesión de Bombero, la cual regula, la categoría de los bomberos, deberes y derechos, el ejercicio ilegal de la profesión e infracciones, sanciones, conceptualización, organización, dirección, funcionamiento, de la colaboración de la ciudadanía, de la dependencia gubernamental, de la comandancia general, jerarquía, reglas de subordinación, de las operaciones para el control de incendios y otros siniestros, la utilización de los recursos hídricos, de la prevención e investigación de incendios y otros siniestros, de lo anterior se observa que no existe disposición alguna que de manera expresa regule lo que a materia laboral se refiere.

 


En el título IX, con respecto a la dependencia gubernamental, el artículo 31 de la Ley del Ejercicio de la Profesión del Bombero pauta lo siguiente:

 

“Por disposición de la Ley Orgánica de Régimen Municipal, los servicios de bomberos son competencia del Municipio, por lo cual en los Municipios donde existan Cuerpos de Bomberos, se entenderá que la máxima autoridad administrativa la ejercerá el Alcalde del Municipio correspondiente.

 

Se exceptúan los Bomberos del Distrito Federal, que se rigen por la Ley Orgánica del Distrito Federal, los Bomberos Aeronaúticos y Marinos que se encuentran adscritos al Ministerio de Transporte y Comunicaciones, Aeropuertos y otros entes gubernamentales; y los bomberos universitarios que se rigen por las disposiciones establecidas en la Ley de Universidades”.

 

 

 


El artículo anteriormente transcrito, enmarca de manera taxativa el ente de la administración pública del cual dependen los bomberos de acuerdo al Cuerpo al cual pertenezcan, no encontrándose dentro de este supuesto el ciudadano Alexander Pérez, ya que él no pertenece a un Cuerpo de Bomberos con dependencia gubernamental, por lo que es excluido del régimen de carrera administrativa, perteneciendo a una mancomunidad, cuya creación encuentra sus bases en el artículo 57 de la Ley del Ejercicio de la Profesión de Bombero que al texto señala:

 

“Los Alcaldes de los Municipios podrán establecer convenios o mancomunidades con otras instituciones de su jurisdicción para la prestación eficiente del servicio de bomberos”.

 

 


Remitiéndonos al artículo 7 de la Ley Orgánica del Trabajo, se colige de su texto la no exclusión de manera expresa, de las mancomunidades o de los bomberos como trabajadores del amparo de esta Ley, que concatenado con al artículo 2 del Reglamento de la mencionada ley, que norma, que en ausencia de régimen promulgado por la autoridad respectiva gozarán de los beneficios previstos en la Ley Orgánica del Trabajo y del presente reglamento, en cuanto no fueren incompatibles con la índole de sus labores, siendo esta la condición jurídica fáctica del referido trabajador.

 


Ahora bien, dispone el artículo 655 de la Ley Orgánica del Trabajo:

 

 “Los asuntos contenciosos del Trabajo cuyo conocimiento, sustanciación y decisión no hayan sido atribuidos por esta Ley a la conciliación o al arbitraje o a las Inspectorías del Trabajo continuarán su tramitación en los Tribunales del Trabajo o Juzgados de Estabilidad Laboral previstos por esta Ley…”

 

 


Por otra parte, el  Artículo 1 de la Ley Orgánica  de Tribunales y de Procedimientos del Trabajo, establece:

 

 “Los asuntos contenciosos del trabajo, que no correspondan a la conciliación ni al arbitraje, y en todo caso, las cuestiones de carácter contencioso que suscite la aplicación de las disposiciones legales y de las estipulaciones de los contratos de trabajo, serán sustanciados y decididos por los Tribunales del Trabajo que se indican en la presente Ley”.

 

 


Pauta en el mismo sentido la Ley Orgánica de Régimen Municipal en el Título VIII, Del Régimen del Personal, artículo 154, lo siguiente:

 

“Los trabajadores de las entidades descentralizadas y mancomunidades no tendrán el carácter de funcionarios públicos.”


Del articulado anteriormente transcrito se desprende, en primer lugar, el acogimiento de los procedimientos laborales a todo supuesto previsto en la norma como exceptuado, y en segundo lugar se hace evidente la exclusión de los trabajadores de los cuerpos bomberiles, creados en virtud de una mancomunidad, de la función pública, por ende, al conceptuarlos como trabajadores, la ley natural que rige su relación laboral es la Ley Orgánica del Trabajo.

 


Existe jurisprudencia, respecto del supuesto bajo estudio de fecha 13 de agosto de 1998, con ponencia del Magistrado José Luis Bonneimason W., en el juicio de María Teotilde Delgado Briceño, en el expediente Nº 98-069, sentencia Nº 133, en Auto de la Sala de Casación Civil, el cual explana lo siguiente:

 


“Aprecia la Sala, que el caso bajo estudio trata acerca de una reclamación de derechos laborales, incoada por la viuda de un ex funcionario quien prestaba sus servicios como bombero de la Mancomunidad Cuerpo de Bomberos del Este.

 


La creación de dicha Mancomunidad se acordó en virtud de la desaparición del antiguo Distrito Sucre, y la creación de los Municipios Sucre, Chacao, Baruta y El Hatillo, y así consta en el Acuerdo de Cámara Nº 48 del Concejo Municipal del Municipio Sucre, de fecha 11 de mayo de 1993, publicado en Gaceta Municipal Extraordinaria Nº 100-5/93, de fecha 12 de mayo de 1993; Acuerdo de Cámara Nº 021 del Concejo Municipal del Municipio Baruta, de fecha 13 de mayo de 1993, publicado en Gaceta Municipal Extraordinaria Nº 50-05/93, de fecha 24 de mayo de 1993; y Acuerdo de Cámara Nº 018 del Concejo Municipal del Municipio Chacao, de fecha 30 de junio de 1993, publicado en la Gaceta Municipal Extraordinaria Nº 078, de la misma fecha.

 


De conformidad con lo pautado en el artículo 28 de la Ley Orgánica de Régimen Municipal, las Mancomunidades son entidades formadas mediante Acuerdo celebrado entre dos o más Municipios o Distritos, o entre éstos y uno o más Municipios. Para la prestación de determinados servicios municipales.

 


Ahora bien, la norma fundamental que rige la relación de empleo público de los funcionarios municipales es la Ley Orgánica del Régimen Municipal, la cual en su artículo 154, relativo al Régimen de Personal, establece lo que de seguidas se transcribe.

 

‘Los trabajadores de las entidades descentralizadas y mancomunidades no tendrán el carácter de funcionarios públicos.’

 


Por aplicación de la norma precedente, es evidente que los trabajadores que se desempeñan como bomberos en una Mancomunidad creada para prestar ese tipo de servicio municipal, no tienen la cualidad de funcionarios públicos. Por consiguiente, el tribunal competente para conocer del presente juicio por reclamación de derechos laborales derivados de la prestación de servicios de bombero es el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, y así se decide.”

 

 

 
De acuerdo a la precedente normativa y jurisprudencia, de manera diáfana se colige que los conflictos suscitados en materia de relaciones laborales en las cuales intervengan trabajadores al servicio de mancomunidades, deben ser decididas y sustanciadas por los Tribunales del Trabajo, en virtud de que la situación jurídica laboral del bombero perteneciente a una mancomunidad, no está incluida dentro de ninguna regulación específica de alguna ley que la prevea, en cuanto que es excluido del Régimen de Carrera Administrativa en virtud de la Ley Orgánica de Régimen Municipal, su Ley Especial de ejercicio enmarca parte de su actividad como organismo de seguridad y su función está enmarcada dentro de las exclusiones del artículo 7 de la Ley Orgánica del Trabajo siendo resuelta esta situación por el supuesto del artículo 2 del Reglamento de la Ley, en ausencia de régimen especial, por lo tanto de su condición natural de trabajador, se colige que le será aplicable la Ley que lo ampara como tal, no pudiendo de manera alguna quedar desasistido en lo que a materia laboral se refiere, por lo tanto le serán aplicables las normas contenidas en la Ley Orgánica del Trabajo.

 


Por ende, y teniendo en consideración que el accionante ALEXANDER PÉREZ manifiesta en el libelo de demanda que fue contratado por la Mancomunidad denominada Cuerpo de Bomberos del Este, desempeñando el cargo de Jefe de la División de asuntos Legales y no observando esta Sala en autos contradicción alguna, debe concluir que le es aplicable al actor la Ley Orgánica del Trabajo y son los Tribunales Laborales los competentes para conocer el presente asunto.

 

D E C I S I Ó N
 


En mérito de las precedentes consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: COMPETENTE para conocer del presente juicio al Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. 

 


Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Juzgado antes mencionado y particípese  esta decisión al Juzgado Superior Segundo en lo Civil y Contencioso - Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Capital así como también al Juzgado Superior Tercero del Trabajo en la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

 

El Presidente de la Sala,

 

 

_________________________
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